
CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda para estudiar su admisión. 
Sírvase proveer.  
 
Cartago – Valle del Cauca, 08 de octubre de 2018 

 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 
Secretaria  

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 

VALLE DEL CAUCA 

 

Auto interlocutorio No.740  
 
 

RADICADO No.    76-147-33-33-001-2018-00220-00 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 

LABORAL    

DEMANDANTE              ANTONIO JOSE HOYOS JARAMILLO 

DEMANDADO  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO   

 

  

Cartago, Valle del Cauca, ocho (08) de octubre de dos mil dieciocho (2018).       

 

Se avoca el conocimiento de la presente demanda remitida por competencia territorial por 

el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Buga -Valle del Cauca según 

providencia del 12 de junio de 20181 y en consecuencia se procede a estudiar su 

admisión.  

 

El señor Antonio José Hoyos Jaramillo, por medio de apoderado judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda la cual será admitida en contra de la Nación -Ministerio de Educación -Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En ella pretende se declare la nulidad 

del acto ficto configurado, originado en la petición presentada el 10 de mayo de 2017, a 

través de la cual solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes incluida 

la mesada adicional de diciembre, por el fallecimiento de su cónyuge María Isabel 

Bermúdez Quiceno, y el consecuente restablecimiento de derechos.  

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del CPACA por lo que será admitida como ya 

se dijo contra la Nación -Ministerio de Educación -Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio por cuanto la jurisprudencia de lo contencioso administrativo2 ha 

indicado que si bien es cierto la Ley 962 de 2005 establece un procedimiento complejo en 

la elaboración de los actos administrativos mediante los cuales se reconocen prestaciones 

sociales a los docentes oficiales en el que intervienen la secretaría de educación del ente 

territorial al cual pertenece el docente peticionario, y la respectiva sociedad fiduciaria, no 

lo es menos que, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien 

en últimas el mismo legislador, en el artículo 56 de la citada Ley 962 de 2005, le atribuye 

la función de reconocer y pagar las prestaciones sociales a los docentes oficiales, por lo 

que a criterio del despacho, la legitimación en la causa por pasiva en el presente asunto 
                                                           
1 Fl. 70. 
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Consejero 

ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE. Bogotá D.C., catorce (14) de febrero de dos mil trece (2013). 
Radicación número: 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-12).  



se encuentra en cabeza exclusiva de la última entidad, por lo tanto no se hace necesario 

integrarlo como litisconsorte necesario. 

 

De otra parte, el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, establece:  

 

“Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de 

la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 

recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 

Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 

debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá 

cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en 

los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el 

Ministro de Educación Nacional. El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen 

la prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad”. 

 

Igualmente, el artículo 56 de la Ley 962 dispone:  

 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante 

la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la 

que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante 

resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 

 

De las normas citadas se colige, que aun siendo el Departamento del Valle del Cauca 

quien debería proyectar el acto administrativo que se pretende con la demanda, las 

decisiones en él contenidas no corresponderían al ejercicio de una atribución propia o 

autónoma. 

 

 En efecto, el primer inciso del artículo 3º del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005, 

señala: “De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las 

secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus 

veces”.  

 

Como puede observarse, las secretarías de educación cumplen, por disposición de la ley 

y del reglamento, funciones que, en principio, son propias del Ministerio de Educación, 

pero que, se depositan en aquellas como una estrategia de regionalización. 

 

De manera que no puede decirse que el pretendido reconocimiento y pago de la pensión 

recaiga en cabeza del ente territorial. Es la Nación, a través del Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, la persona jurídica llamada a cumplir esas funciones, sin que 

pueda hablarse también de la existencia de un litis consorcio necesario con el ente 

territorial, porque este actúa como agente del poder central. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE: 

 

1.- Admitir la demanda. 

 



2.- Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación -Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 

3.- Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 

4.- Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 

5.- Córrase traslado de la demanda a la entidad demandada, al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco (25) 

días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en los 

artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual la parte demandada y los sujetos que, 

según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del 

proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 

en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención, advirtiendo que de 

conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del CPACA, se deben acompañar a la 

contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder, y que se pretenda 

hacer valer en el proceso. Durante el término para dar respuesta a la demanda, la entidad 

pública demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6.- Ordenar a la parte demandante que en el término máximo de diez (10) días deposite la 

suma de VEINTE  MIL PESOS ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario 

número 4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del 

proceso. Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la 

Secretaría para que surta efectos procesales.  

 

7.- Reconocer personería al abogado Mario Alberto Tascón Moreno, identificado con la 

cédula de ciudadanía No.6.199.933 expedida en Bugalagrande -Valle del Cauca, y 

portador de la Tarjeta Profesional No.241.644 del C. S. de la J., vigente según consulta 

realizada en la página web de la Unidad de Registro Nacional de Abogados, como 

apoderado de la parte demandante en los términos y con las facultades del poder  

conferido (fl. 19) 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

El Juez,  

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.152  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 09/10/2018 
 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 
Secretaria. 



CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda para estudiar su admisión. 
Sírvase proveer.  
 
Cartago – Valle del Cauca, 08 de octubre de 2018 

 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 
Secretaria  

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 

VALLE DEL CAUCA 

 

Auto interlocutorio No.739   
 
 

RADICADO No.    76-147-33-33-001-2018-00218-00 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 

LABORAL    

DEMANDANTE              ANA ALEIDA FRANCO MONTOYA 

DEMANDADO  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO   

 

  

Cartago, Valle del Cauca, ocho (08) de octubre de dos mil dieciocho (2018).       

 

En el escrito de demanda, la apoderada judicial, indico que actúa en nombre y 

representación de la señora Ana Leida (sic) Franco Montoya, igualmente así se indicó en 

el poder pero revisado su sello de presentación así como los demás documentos anexos,  

se observa que el nombre correcto de la demandante es Ana Aleida Franco Montoya, por 

lo tanto el juzgado estudiará la demanda teniendo en cuenta este último nombre, 

garantizando así el acceso a la administración de justicia. 

 

Efectuada la anterior aclaración se procede a resolver sobre la admisión de la demanda. 

 

La señora Ana Aleida Franco Montoya, por medio de apoderada judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad del acto ficto 

configurado el 05 de noviembre de 2016, originado en la petición presentada el 05 de 

agosto de 2016, en cuanto le negó el derecho al pago de la sanción por mora establecida 

en las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, equivalente a un día de su salario por cada día 

de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) días hábiles después de haber 

radicado la solicitud de cesantías ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el 

pago de la misma, y el consecuente restablecimiento de derechos.  

 

Una vez revisada la demanda y sus anexos, se encuentra que se reúnen los requisitos de 

los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE: 

 

1.- Admitir la demanda. 



 

2.- Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación -Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 

3.- Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 

4.- Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 

5.- Córrase traslado de la demanda a la entidad demandada, al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco (25) 

días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en los 

artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual la parte demandada y los sujetos que, 

según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del 

proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 

en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención, advirtiendo que de 

conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del CPACA, se deben acompañar a la 

contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder, y que se pretenda 

hacer valer en el proceso. Durante el término para dar respuesta a la demanda, la entidad 

pública demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6.- Ordenar a la parte demandante que en el término máximo de diez (10) días deposite la 

suma de VEINTE  MIL PESOS ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario 

número 4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del 

proceso. Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la 

Secretaría para que surta efectos procesales.  

 

7.- Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de la 

Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., vigente según consulta realizada en la 

página web de la Unidad de Registro Nacional de Abogados, como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder  conferido (fls. 1-3) 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

El Juez,  

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.152  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 09/10/2018 
 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 
Secretaria. 



CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda para estudiar su 

admisión. Sírvase proveer.  
 

Cartago – Valle del Cauca, 08 de octubre de 2018 

 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA  
Secretaria 

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 

VALLE DEL CAUCA 

 

Auto interlocutorio No.738   
 
 

RADICADO No.    76-147-33-33-001-2018-00217-00 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 

LABORAL    

DEMANDANTE             MARTHA LUCIA PADILLA RIVERA 

DEMANDADO  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO   

 

  

Cartago, Valle del Cauca, ocho (08) de octubre de dos mil dieciocho (2018).       

 

La señora Martha Lucia Padilla Rivera a través de apoderada judicial presentó medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho -laboral en contra de Nación – Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por 

medio del cual pretende se declare la nulidad parcial de la Resolución No.1084 del 12 de 

junio de 2005 por medio de la cual se le reconoció la pensión de invalidez y le calculó la 

mesada pensional sin incluir todos los factores salariales devengados por la demandante 

en el último año de servicio y la nulidad del acto ficto configurado frente a la petición 

presentada el 28 de agosto de 2017 mediante el cual se le niega la reliquidación de dicha 

pensión, además, que se declare que tiene derecho a que se le reconozca y pague una 

pensión ordinaria de invalidez, a partir del 01 de marzo de 2005 equivalente al 75% del 

promedio de salarios, sobresueldos, primas y demás factores salariales devengados 

durante los 12 meses anteriores al momento en que adquirió el status jurídico de 

pensionada; y el consecuente restablecimiento de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y la corrección, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE 

 

1.- Admitir la demanda.  

 

2.- Disponer la notificación personal a los representantes legales de la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o 

quien haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 



 

3.- Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 

4.- Notifíquese por estado a la parte demandante y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 

5.- Córrase traslado de la demanda a la entidad demandada, al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco (25) 

días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en los 

artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los sujetos que, 

según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del 

proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 

en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención, advirtiendo que de 

conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del CPACA, se deben acompañar a la 

contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder, y que se pretenda 

hacer valer en el proceso.  

 

Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas demandadas 

deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  antecedentes de la 

actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, advirtiendo que no hacerlo 

constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto, como lo 

establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6.- Ordenar a la parte demandante que en el término máximo de diez (10) días deposite la 

suma de VEINTE MIL PESOS ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario 

número 4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del 

proceso. Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la 

Secretaría para que surta efectos procesales. 

 

7.- Reconocer personería a la  abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926  y portadora de la Tarjeta Profesional No. 172.854  

del C. S. de la J., vigente según consulta realizada en la página web de la Unidad de 

Registro Nacional de Abogados, como apoderada de la parte demandante en los términos 

y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2)  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

El Juez,  

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

  
  

JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 

providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No. 152 

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 09/10/2018 

 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 
Secretaria. 



CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez la presente acción de nulidad y restablecimiento 

del derecho, pendiente de revisión para resolver sobre su admisión o no. Sírvase Proveer.   

 

Cartago, Valle del Cauca, 08 de octubre de 2018 

 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA 

Secretaria. 

 

 

                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  

                                             VALLE DEL CAUCA 

 

 

   

Auto Interlocutorio  No.741 

 

RADICADO No.    76-147-33-33-001-2018-00221-00 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 

LABORAL    

DEMANDANTE              FERNANDO HOYOS RAMIREZ 

DEMANDADO  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO   

 

  

Cartago, Valle del Cauca, ocho (08) de octubre de dos mil dieciocho (2018).       

 

El señor Fernando Hoyos Ramírez, por medio de apoderada judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad del acto ficto 

configurado el 28 de noviembre de 2017, originado en la petición presentada el 28 de 

agosto de 2017, en cuanto le negó el derecho al pago de la sanción por mora establecida 

en las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, equivalente a un día de su salario por cada día 

de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) días hábiles después de haber 

radicado la solicitud de cesantías ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el 

pago de la misma, y el consecuente restablecimiento de derechos.  

 

El numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011 señala, que en los asuntos de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral la competencia por razón del 

territorio se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 

servicios.  

 

Revisados los documentos anexos, especialmente la Resolución que reconoce y ordena 

el pago de la cesantía definitiva (fls 4 a 6) , el actor prestó sus servicios en la Institución 

Educativa Gimnasio del Calima del municipio de Calima El Darién -Valle del Cauca, de 

modo que, por razón del territorio, la presente demanda le compete a los Juzgados del 

Circuito Judicial Administrativo de Buga -Valle del Cauca, de conformidad a lo estipulado 

en el numeral 3° del precitado artículo, en concordancia con el literal b, artículo 2° del 

Acuerdo PSAA06-3806 del 13 de diciembre de 2006, que modificó parcialmente el 

Acuerdo PSAA06-3321 2006.  

 



En consecuencia, este Despacho declarará que carece de competencia, por el factor 

territorial, para conocer del presente asunto y dispondrá remitir el expediente al Juzgado 

Administrativo Oral del Circuito de Buga -Valle del Cauca (Reparto), en estricto 

cumplimiento de lo ordenado en el artículo 168 del C.P.A.C.A.    

 

Por lo expuesto, se  

 

RESUELVE: 

1. Declarar que este juzgado carece de competencia por el factor territorial para conocer 

del presente medio de control, por lo expuesto en la parte motiva. 

2. Remitir por secretaría, la presente demanda con radicación No. 76-147-33-31-001-

2018-00221-00, instaurada a través de apoderada judicial por el señor Fernando Hoyos 

Ramírez contra Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, al Juzgado Administrativo Oral del Circuito de 

Buga - Valle del Cauca (Reparto), por ser el competente de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.    

 

3. De no ser aceptados estos planteamientos se propone, respetuosamente, de una vez, 

conflicto negativo de competencia.  

 

4.  Anótese su salida y cancélese su radicación.  

 

 

NOTIFÍQUESE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 

anotación en el Estado Electrónico No. 152 

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 09/10/2018 
 

CLAUDIA PATRICIA FRANCO MONTOYA  
Secretaria 


